En la Ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los diez días del mes de noviembre de dos mil diez, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Dres. 

Carlos Enrique Ribera y Alejandro Lesser, para dictar sentencia en el juicio: "Franco, Adriana c/ Rodríguez Ruiz Banegas, Natalia Eugenia s/ Daños y Perjuicios", causa n° 110.221 y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente {arts. 168  de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263(re:leg4234.263) del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Ribera y Lesser, resolviéndose plantear y votar la siguiente: 

CUESTION 

¿Debe modificarse la sentencia apelada? VOTACION 

A LA CUESTION PLANTEADA EL DR.RIBERA DUO: 

1. La sentencia de fs. 159/165 vta. admite la acción que por daños y perjuicios, interpuso Adriana Franco contra Natalia Eufemia Rodríguez Ruiz, condenando a esta ultima abonar a la actora la suma de 2.200 $, con mas intereses. Impone las costas a la demandada vencida y difiere la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes para la etapa prevista en el art. 23  de la ley 8.904. 

2. El referido decisorio es recurrido por la parte demandada a fs. 178, a cuyo fin expresa agravios a fs. 178/181 vta., los que no resultan contestados por la actora. 

3. Agravios Se agravia la demandada ante la decisión judicial de atribuir responsabilidad a su parte con fundamento en los testimonios prestados en sede penal por Mauricio Ariel Castro y por Sergia Beatriz Artaza, en la causa n° 2518/2005, así como en el informe medico efectuado en dicha causa (fs.4 vta.), actuaciones en las que se declaró extinguida la acción penal y se dictó el sobreseimiento total de la demandada. 

Entiende que, toda vez que la suspensión del Juicio a Prueba no hace cosa juzgada respecto de la responsabilidad del imputado en el hecho, en sede civil, el actor debe acreditar, conforme a las reglas propias del fuero, la configuración de los presupuestos para la procedencia de la acción de indemnizar. Ello así, en el caso no se ha demostrado daño alguno ni se probo relación causal del hecho. 

En consecuencia, a su criterio, tampoco corresponden las indemnizaciones otorgadas en concepto de daño moral y de gastos médicos y de farmacia, las que consistieron en las sumas de 2.000 $ y 200 $, respectivamente. 

4. Antecedentes En autos se ventilan las consecuencias de un hecho sucedido el 8 de octubre de 2004, aproximadamente a las 10:00 hs., en circunstancias en que la actora ayudaba a su amiga Sergia Beatriz Artaza con el fin de mudarse del domicilio de la calle La Rosa 18 08, del Barrio La Paloma del Talar, Partido de Tigre -según su propia versión de los hechos-, inmueble que aquella alquilaba a la demandada, cuando encontraron que la puerta de acceso al domicilio estaba con candado. Desconociendo si la dueña violo el domicilio indicado, asegura la actora que sin lugar a dudas violento los cerrajes de la locataria. 

En consecuencia, el día señalado, ante esta circunstancia, expresa la accionante que intento mediar entre ambas mujeres, a fin de brindar ayuda a Artaza, pero no consiguió hacer razonar a Rodríguez Ruiz, quien por el contrario, respondió en forma intempestiva y violenta, tomando un hierro intentando golpear su cabeza y rostro, lo que la actora evitó, interponiendo su brazo. No obstante, refiere haber recibido en el mismo un fuerte impacto que le provocó lesiones, las cuales le produjeron mucho dolor y un estado de zozobra y miedo. 

Agrega que además la demandada, la agredía verbalmente con graves epítetos que prefiere no reproducir. 

Dice que el episodio, a plena luz del día, fue presenciado por su hijo, por quienes ayudaban con la mudanza y obviamente por la propia Artaza. 

Reclama una reparación total por la suma de 47.000$, o lo que en mas o en menos surja de las pruebas producidas. 

Por su parte, la accionada al contestar niega que los hechos se hubieran desencadenado en la forma indicada en la demanda. 

Explica que Artaza había celebrado un contrato de locación por el inmueble de su propiedad, ya mencionado, siendo dicha renta fundamental (200 $) para su subsistencia y la de su hijo menor, y fuente exclusiva de ingresos. 

Agrega que pese a los infructuosos pedidos de pago al que Artaza se había obligado, no pudo percibir dichos ingresos en forma regular, hasta que, luego de remitirle una carta documento, el 8 de octubre la inquilina procedió a desocupar la vivienda pero en muy malos términos, en medio de insultos y amenazas de volver a ocupar la casa. 

Refiere que en ese momento, y mientras trataba de controlar las cosas que estaban siendo acarreadas, Franco la intercepta y con graves epítetos la echa del lugar. Asimismo explica que su hijo menor es adoptado, por lo que la actora además, la amenazo diciéndole que se lo quitaría, y cuando se dirigió a este, que se encontraba tornado de su mano, e intento tomarlo de la mano, por lo que la demandada interpuso el cuerpo y gritando la alejo del niño. 

Continua diciendo que, pese a que su parte se retiro del lugar con su hijo, cuando regreso al día siguiente la inquilina ya no estaba, aunque había dejado graves deterioros en la propiedad. 

Niega la responsabilidad que se le atribuye y solicita el rechazo de la demanda, con costas. 

5. La responsabilidad 5.1.Vale destacar que, causar un daño a otro importa, ordinaria y formalmente, un acto ilícito que da lugar a responsabilidad (art. 1109  del Cod. Civil). 

En la especie, encontrándose cuestionada la exclusiva responsabilidad de la demandada en el suceso, y en discusión, la ocurrencia del mismo, se impone analizar las pruebas producidas en tal sentido. 

Cabe tener en cuenta que se ha establecido jurisprudencialmente que, cuando a raíz de un altercado o riña uno de los participantes resulta lesionado, la responsabilidad extracontractual derivada del hecho se encuadra en el supuesto fáctico que aprehende el art. 1109 del Código Civil, debiendo acreditarse la culpa o negligencia en la producción del daño. Y ello puede acontecer en base a declaraciones testificales y verificación del daño sufrido (CACC La Plata, B 71282 RSD-178-92 S 18-6-1992, JUBA sumario B250818). 

Para ello debe establecerse la modalidad de participación en el altercado mantenido entre las litigantes. 

5.2. Doctrina de la Corte Suprema y de la Suprema Corte. Absolución del imputado y responsabilidad civil. 

En forma preliminar, y ante la queja vertida por la accionada, pasare a enunciar la postura de ambas Cortes en relación a los efectos del sobreseimiento penal en el juicio civil. 

El art. 1103  del Código Civil dispone que "después de la absolución del acusado, no se podrá alegar en el juicio civil la existencia del hecho principal sobre el cual hubiese recaído la absolución". precepto define los aspectos en que hace cosa Este juzgada la sentencia penal absolutoria en el fuero civil a la que cabe asimilar el sobreseimiento definitivo dictado en beneficio de la demandada en sede civil, impidiendo que se pueda declarar la responsabilidad patrimonial del demandado. En rigor, consigna una única calificación cuya definición en sede penal hace cosa juzgada en el ámbito del juicio civil:la inexistencia del hecho principal respecto del cual se absolvió o sobreseyó. Ninguna referencia hace sobre la culpa del imputado. 

Como lo sostuvo la Corte Suprema de Justicia de la Nación "la omisión de la referencia de la culpa en el art. 1103 del Código citado y que si ha sido incluida en el art. 1102, no ha sido una exclusión involuntaria ni puede entenderse como el fruto de una redacción defectuosa, pues responde al pensamiento efectivo del legislador sobre el modelo de Freitas Esbozo, arts. 836 y 837 y de los jurisconsultos franceses" (conf. Fallos 316:2824, consid. 11° y su cita: causa P.3 XXIV "Parada, Aidee c/ Norambuena, Luis Elías s/Daños y perjuicios" del 21-4-1992) . 

En consecuencia, só1o cuando la absolución del acusado o el sobreseimiento definitivo se funda: en la inexistencia del hecho principal que se le atribuye, o en la ausencia de autoría que, como aclara Llambias, es otra manera de no existir el hecho con respecto al imputado (conf. Llambias, "Código Civil Anotado", t. lib, Abeledo Perrot, págs. 407/408), ese pronunciamiento no puede ser revisado en la instancia civil (conf. C.S.J.N., causa C.1563.XXXVI, en causa "Cohen", sent, de 30-5-2006). 

En suma, la noción de "existencia del hecho principal" a que alude el art. 1103 del Código Civil se limita a las circunstancias fácticas atinentes a la materialidad de los hechos y a la autoría, sin comprender las valoraciones subjetivas que hacen a la apreciación de la culpa. De allí que pueda indagarse en el ámbito del derecho privado sobre esas cuestiones, sin perjuicio de la absolución en el proceso penal.Pues, si de lo que se trata es de determinar si ha mediado una falta o culpa civil que conlleve una responsabilidad patrimonial, la ausencia del correlativo reproche penal, no lo obsta. 

En definitiva, lo que limita al juez civil es el hecho principal como dato fáctico o, mejor aun, como suceso histórico, ceñido a sus características de tiempo, forma y modo. Se trata de evitar el escandalo jurídico al que llevarían sentencias contradictorias sobre la existencia de un mismo hecho, tal como fue la intención del legislador al incorporar la prohibición del art. 1103 del Código Civil según se desprende de la nota a dicho precepto (conf. S.C.B.A., "Sagari, Claudio Daniel vs. Carvalho, Sonia Beatriz s. Daños y perjuicios", S.C.J.B.A., 04-08-2010, Rubinzal on line, RC J 14842/100, Ac. 7 6.148, sent, de 16-9-2003, SCBA, causas n° 88.487 S 10-3-2010, 100.073 S 29-12-2008, 94.352 S 5-12-2007, entre otras). 

5.3. Valor probatorio de las constancias en sede penal. Responsabilidad de la demandada. 

Teniendo en cuenta las pautas reseñadas en el acapite precedente, y a tenor de la prescripción producida, que motivara la extinción de la acción penal, y en consecuencia, el sobreseimiento de la demandada dictado en orden al delito de lesiones leves imputado (fs. 35/vta. causa cit.), advierto que no puede ser aceptada la queja vertida por el apelante respecto a la improcedencia de la admisibilidad de la prueba producida en dicha instancia, y que fuera tenida en cuenta por la Jueza de la instancia anterior, para atribuir a Rodríguez Ruiz responsabilidad exclusiva en el hecho de autos (conf. doct. arts. 1103, 1109  y ccs. del C.Civil). 

Por cierto, de la causa penal n°2518/2005, abierta como consecuencia de la denuncia realizada el día del hecho por Adriana Franco contra Natalia Eufemia Rodriguez Ruiz, se desprende que la actora fue revisada al día siguiente de la mentada agresión, por el medico policial, quien constató que "presenta una esquimosis y hematoma en antebrazo derecho justo por debajo del codo, de etiología contusiva y una data evolutiva menor a tres días. Su encuadre jurídico es acorde al art. 89  del CPN., lesiones leves" (fs. 4 vta.). 

Por otra parte, ello es coincidente con lo declarado por los testigos en dicha causa, quienes son contestes en sostener la veracidad de la agresión física de la demandada a Franco. 

Mauricio Ariel Castro, (fs. 12/vta.), quien ayudaba a su madre el día de su mudanza, junto a otros muchachos y la actora, manifiesta que vivió cuando la señora que le alquilaba la casa a su mama le pego a Adriana Franco con un fierro en el brazo, que el dicente no sabe por que fue la discusión, ni que fue lo que paso. Que después de esto la señora Adriana se fue para su casa, la otra señora se quedo allí en la vereda, y el dicente y su mama siguieron con la mudanza. Que al rato vino la señora Adriana y se dieron cuenta que el brazo de le había hinchado en el lugar donde le había pegado el fierrazo". Reitera el testigo en esta sede, lo declarado en instancia penal (fs. 70/vta.). 

En igual sentido se expresa Sergia Beatriz Artaza (f s. 13/vta.) señalando que "en un momento dado de la discusión, Rodriguez, con un fierro que tenia en la mano le quiso pegar la cara o en la cabeza a Adriana y esta, para defenderse, puso su brazo, por lo cual recibió el golpe en el mismo". 

Cabe agregar, que carece de respaldo probatorio lo dicho por esta testigo al declarar en autos (fs.71 vta.), siendo que cambio su testimonio original alegando que la actora se había fracturado el codo. Hecho que no fue demostrado (art. 375  C.P.C.C.). 

Interesa puntualizar aquí que lo que decide los pleitos es la prueba, y no las manifestaciones unilaterales de los litigantes, siendo que la responsabilidad probatoria depende de la situación en que la parte se coloca en el proceso para obtener determinada consecuencia jurídica (SCBA, LL 1977-B-613). 

El peso de probar no depende simplemente de la calidad de actor o demandado, sino de la posición asumida por uno y otro en la controversia (SCBA, Sensus XXXIII-159, n° 96; esta Sala 1°, causa 85.917, entre muchas otras). 

A raíz del suceso ocurrido, ha quedado acreditado que la actora de 48 anos al momento del hecho sufrió un fuerte impacto en el brazo, que se demuestra con el informe medico policial de fs. 4 vta. de la causa penal, y con las declaraciones testimoniales reseñadas (art. 375 del CPCC.). 

Entiendo que tales consideraciones no pueden ser omitidas a la hora de evaluar los hechos traídos a consideración, destacando que la actitud descripta por la demandada en su responde, no fue acreditada mediante prueba alguna, resultando insuficiente la declaración aislada en esta causa del testigo Cristian Alejandro Silva -v. fs. 73/74- (arts. 375, 456  y ccs. del CPCC). 

Cabe señalar que, dentro del régimen de apreciación de la prueba testimonial establecido por el art. 456 del CPCC.el Juez no solamente se encuentra facultado, sino obligado a apreciar las circunstancias y motivos que corroboren o disminuyan la fuerza de las declaraciones de los testigos y que esa apreciación debe efectuarla aplicando las reglas de la sana critica, que suponen el análisis lógico de la prueba a la luz de la propia experiencia, con un criterio de prudencia (CACC San Isidro, Sala I, causa n° 80.746 "Cirigliano c/ Mer Plast s/ daños y perjuicios"; causa n° "Salinas c/ Lescano s/ daños y perjuicios") . 

Estimo entonces que, en el marco probatorio desplegado, surge que las circunstancias precedentemente apuntadas resultan suficientes para endilgar un proceder en la accionada (art. 1109 Cod. Civil). culpable En la especie, es posible afirmar que frente a hechos que afectan la integridad física y producen un menoscabo o incomodidad, cabe reconocer su resarcimiento, el que sera ponderado en cada caso. 

Teniendo en cuenta que las circunstancias precedentemente apuntadas resultan suficientes para endilgar un proceder culpable en Rodríguez Ruiz, quien - según afirman los testigos declarantes en la causa- agredió a la actora, golpeándola en la vía pública, lo que importa un proceder antijurídico, no resulta causa justificante los argumentos esgrimidos por la demandada en relación a la supuesta agresión verbal de la actora respecto de la accionada. 

En consecuencia, entiendo que se impone confirmar la responsabilidad que la Jueza de la anterior instancia atribuye a la parte demandada (art. 1109 Cód. Civil), lo que así dejo propuesto. 

6. Rubros indemnizatorios a) Daño moral. 

La sentenciante otorgó la suma de 2000$ por este rubro. 

Se disconforma la demanda por este monto, solicitando su morigeración. 

Las citas jurisprudenciales y doctrinarias referidas , fijan las pautas a seguir al momento de determinar la procedencia y el quantum resarcitorio para esta partida, conjugadas ellas con los distintos elementos probatorios y determinantes en autos, los que seguidamente serán analizados a la luz de las reglas de la sana crítica (art.384 del CPCC). 

Ello así, la lesión físicas sufridas por Adriana Franco con motivo de la agresión de la demandada, quedaron acreditadas con el informe medico policial mencionado, y con lo testimoniado por los testigos presenciales del hecho. 

Se ha resuelto reiteradamente que la fijación de sumas indemnizatorias por este concepto no esta sujeta a reglas fijas. Su reconocimiento y cuantía depende -en principio- del arbitrio judicial, para lo cual basta la certeza de que ha existido, sin que sea necesaria otra precisión (conf. SCBA, Ac. 51.179 del 2/11/93). 

Este capitulo tiene su fundamento en la obtención de una satisfacción compensatoria, -y por ende, imperfecta-, de dolor intimo experimentado, en este caso, a raíz del siniestro. Esta reparación, habrá de estar ordenada a asegurar, con su resarcimiento, la obtención de gratificaciones sustitutivas de los bienes perdidos, en cuanto fuente de gozo, alegría, u otros bienes estimables en la esfera psico-física (conf. Iribarne, H. P., "De los daños a personas", p&g. 162, Ediar, Bs. As., 1993; causa Nro. 70.713 del 11-96, Sala Ira.). 

Respecto a la determinación del daño moral y su cuantía corresponde tener en cuenta que la indemnización debida con causa en el daño moral tiene carácter resarcitorio (conf. CSN, 5/8/86, ED 120-649; CNCiv, Sala D, 8/4/86, ED 119-139) ; que ella debe atender a los sufrimientos psíquicos y afectivos sufridos por el demandante (CApel. CC Junin, 27/3/85) E.D 116.618); debiendo valorarse la gravedad del ilícito cometido (CNEspecial Civ. y Com., Sala I, 16/2/84), sin que sea preciso que guarde relación con el daño material (CNCiv. y Com. Fed., Sala II, 18/3/86, E.D 118-407), ni con otros daños que se reclamen (CNEsp. Civ.y Com., Sala I, 26/3/86, E.D 118-407). 

En síntesis, siguiendo el criterio del mas Alto Tribunal de la Nación, hay que tener en cuenta el carácter resarcitorio, la índole del hecho generador, la entidad del sufrimiento causado y que no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a este (CSN, 6/5/86, RED a-499); por lo cual, en definitiva, queda librado a un prudente arbitrio judicial (CACC Mercedes, Sala II, 20/9/84, RED 20A-497) . 

Al momento de otorgar la indemnización por este concepto he de meritar, que la actora, con 48 años a la fecha del hecho, la agresión de la cual resulto víctima, lo cual sin duda alguna ha influido en su estado emocional de manera significativa. 

Ponderadas dichas circunstancias y los limites del recurso, entiendo que la indemnización no es elevada, por lo que debe ser confirmada. Lo que así dejo propuesto (arts. 375, 384, 474 y conc, del CPCC, arts. 1078  y conc, del Código Civil). 

1068, 

b) Gastos médicos y farmacéuticos Se alza la demandada contra la indemnización conferida en Primera Instancia en concepto de gastos médicos y varios (200 $), entendiéndola excesiva, y en particular, violatoria al principio de congruencia, ya que a su criterio, los mismos deben rechazarse si la actora no acredito el daño físico, no concurrió a nosocomio alguno a los fines de ser atendida, ni probo la erogación de tales conceptos. 

Este Tribunal tiene dicho que los gastos médicos, de farmacia y medicamentos, resultan procedentes sobre la base de una presunción jurisprudencial al respecto; no requieren prueba especifica de su realización en tanto guarden prudente relación con la entidad de lesiones padecidas {arts. 165 inc. 5°  del CPCC; esta Sala 1°, causas 61.721 reg. 212/93; 63.697, reg.127/94, entre muchas otras) . 

Consecuentemente con ello, meritándose las lesiones padecidas por Adriana Franco, acreditadas con el informe medico reseñado, estimo que la suma de $ 200 fijada en concepto de gastos de farmacia y atención medica resulta suficiente a fin de resarcir los gastos originados en el hecho acontecido. 

En consecuencia y atento que la presente partida no ha sido cuestionada por la actora, resulta prudente confirmar el monto otorgado por el rubro, lo que así dejo propuesto (arts. 165, 474, 384 y conc, del CPCC). 

Por todo ello y fundamentos expuestos, voto por la AFIRMATIVA 

Por iguales fundamentos que los señalados el Dr. Lesser votó también por la AFIRMATIVA. 

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente SENTENCIA 

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se confirma la sentencia apelada en todo lo que ha sido materia de agravios. 

Visto el resultado del recurso interpuesto por la demandada, las costas de esta Alzada se imponen a su cargo (art. 68  del CPCC.) . Se difiere la regulación de honorarios para su oportunidad legal (art. 31 , 51  de la ley 8-. 904) . 

Regístrese, notifíquese y devuélvase.
